Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 38 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Nota del señor Asesor Legal del Registro Nacional de Armas, Servicio de Material y 
Armamento del Ministerio de Defensa Nacional, Dr. Fabián D. Brufau, de fecha 11 de setiembre de 
2013, por la que remite consideraciones y propuestas de modificación al texto del proyecto de ley 
aprobado en nueva forma por la Cámara de Representantes sobre Tráfico llícito de Armas (Carpeta N* 
845/2012 - Distribuido N* 2375/2013).” 


-Se trata de comentarios y propuestas de redacción al proyecto sobre Tráfico Ilícito de Armas, 
que viene de la Cámara de Representantes con bastantes modificaciones, motivo por el que lo 
derivamos a tratamiento mientras terminamos de considerar los proyectos de fortalecimiento de la 
transparencia pública y de reforma del Código del Proceso Penal, que se vienen analizando en forma 
paralela. Aclaro que el Presidente de la Subcomisión encargada del estudio del primer proyecto es el 
señor Senador Nin Novoa, a quien solicitamos que prevea los tiempos a los efectos de su aprobación. 


La Secretaría me acota que la Asociación Uruguaya de Coleccionistas de Armas y Municiones 
y el Club Uruguayo de Tiro solicitan comparecer nuevamente ante la Comisión a propósito de las 
modificaciones -que todavía no pude ver- que introdujo la Cámara de Representantes. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con respecto a ese proyecto, la Cámara de Senadores solo tiene que 
pronunciarse en cuanto a si acepta o no las modificaciones introducidas por la otra Cámara. 


SEÑOR GALLINAL.- La Cámara de Senadores puede resolver no aceptar las modificaciones, en cuyo 
caso el proyecto pasa a la Asamblea General. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Reitero que el proyecto de Tráfico llícito de Armas tiene muchas 
modificaciones, lo que implica que cada uno de los señores Senadores tendrá que estudiarlo para venir 
con una opinión formada a los efectos de decidir si lo acompañamos en el Senado -de ser así, sería la 
tercera Cámara- o si entendemos necesario introducirle alguna modificación, con lo cual se tiene que 
elevar a la Asamblea General. 


Dese cuenta de los restantes asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Se reparte en este momento el Distribuido N * 2386, que corresponde a la Carpeta N 
1303/2013, relacionado con la acusación de la Junta Departamental al Intendente de Paysandú, señor 
Bertil Bentos. 


Mensaje N* 26/2013 de la Suprema Corte de Justicia, por el que remite las consideraciones 
relativas al proyecto de ley a estudio -Carpeta N* 1290/2013- y, al mismo tiempo, se excusa 
por no comparecer a esta sesión.” 


SEÑOR GALLINAL.- En la sesión anterior había solicitado que prestáramos especial atención y 
tratáramos lo más rápido posible -por supuesto, con las garantías del caso, como lo hemos hecho 
siempre- la acusación de la Junta Departamental de Paysandú contra el Intendente Bertil Bentos. En 
aquella circunstancia se me respondió que el pedido de juicio político todavía no había ingresado a la 


Comisión, por lo que quedamos en tratarlo cuando entrara formalmente, lo que sucede en el día de 
hoy. 


Antes de iniciarse esta sesión, le planteé nuevamente este tema al señor Senador Rosadilla 
y coincidimos -quisiera saber si podemos lograr un acuerdo en ese sentido- en que la semana próxima 
nos reuniéramos en sesión extraordinaria para recibir a la Junta Departamental de Paysandú el martes 
de mañana y el jueves, también de mañana, al señor Intendente. Entiendo que de esa manera 
estaríamos dando una señal muy positiva, como lo hemos hecho siempre que hemos debido tratar 
juicios de esta naturaleza o desafueros. En realidad, sería un esfuerzo mínimo, porque serán unas dos 
horas de argumentación que haría cada una de las partes. Además, por cuestiones de agenda -así se 
lo indicaba al señor Senador Rosadilla- después se me va a complicar la concurrencia y, justamente, 
yo fui el que pidió que no se retrasara el tratamiento de este tema. Entonces, quisiera hacer moción en 
ese sentido, recurriendo a la gentileza de los integrantes de la Comisión para disponer de una parte de 
su tiempo y así poder trabajar en el tema. Algunos señores Senadores formamos parte de otras 
Comisiones -en mi caso soy miembro de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda- pero 
cada cosa en su lugar. En consecuencia, dejo planteada esta moción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está a consideración la propuesta del señor Senador Gallinal, pero recuerdo 
que el martes -si no me equivoco-en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda estaríamos 
votando el proyecto de Rendición de Cuentas. Solicito que la Secretaría verifique esta información, 
porque en ese caso deberíamos pensar qué día podríamos recibir a denunciantes y denunciados. 


SEÑOR GALLINAL.- Si así fuere, es decir, si el martes estuviéramos votando, podríamos explicar la 
situación a la Comisión para que la sesión comience a la hora 11 y 30. La experiencia indica que el 
primer día se votan los artículos en los que hay acuerdo y se avanza con celeridad. Por lo tanto, creo 
que la Comisión no tendrá problemas de cedernos dos horas cada uno de esos días. 


Me parece que este es un asunto muy especial y por el respeto a las instituciones que todos 
tenemos es que hago la moción, así como lo hice en otras circunstancias referidas a personas que no 
eran precisamente de mi partido. Entiendo que así se debe actuar en estos temas. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que lo que podríamos hacer en este momento -todo lo demás es 
muy complejo para definirlo ahora- es expresarnos como Comisión para que la Secretaría coordine, lo 
más rápidamente que pueda, las reuniones con denunciantes y denunciados o denunciados y 
denunciantes, a efectos de agotar el trámite lo antes posible. Después vemos si adelantamos sesiones 
o nos quedamos una vez que finalice la reunión de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda. La verdad es que no manejo el panorama de horarios. 


SEÑOR PASQUET.- No integro la Comisión de Presupuesto y no tengo inconveniente en reunirme el 
martes o el jueves, porque coincido con la importancia de dar trámite a este tema lo antes posible. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En principio, el día martes los señores Senadores Gallinal, Michelini, Da 
Rosa y quien habla estaríamos votando en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. En 
principio, si entendí bien las propuestas, voy a solicitar a la Secretaría que agende una sesión, si es 
posible, para el jueves próximo, porque para ese entonces ya habríamos terminado de votar los 
artículos en los que hay acuerdo. En general los jueves hay sesión extraordinaria de la Comisión de 
Salud Pública; por lo tanto, habría que solicitar que no la citen a efectos de que podamos celebrar una 
sesión extraordinaria de la Comisión de Constitución y Legislación. Asimismo, hay que coordinar con la 
Secretaría de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda para ver si es posible que al 
mediodía -en el medio de la votación, porque como bien dijo el señor Senador Gallinal, primero se 
votan los artículos en los que hay acuerdo y se desglosan para más adelante los que tienen propuestas 
de sustitutivos o que simplemente no merecieron acuerdo- podamos tener algún espacio para 
reunirnos como Comisión y, de esa manera, iniciar el tratamiento de este asunto. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Al mediodía de qué día se está refiriendo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Al del martes. Si pudiéramos disponer del mediodía, el cronograma sería el 
siguiente: comienza la Comisión de Presupuesto con la votación de los artículos comunes, se ven los 
sustitutivos y se nos habilitan un espacio de un par de horas al mediodía para sesionar. Si no fuera 
así, de todos modos la Comisión de Constitución y Legislación podría sesionar con el Vicepresidente, 
señor Senador Pasquet, y sin la presencia de quienes integramos la Comisión de Presupuesto. 


Si estamos de acuerdo, vamos a solicitar a la Secretaría que se encargue de todo lo 
necesario a efectos de dar tratamiento a este asunto la semana que viene. 


SEÑOR GALLINAL.- Me quedo tranquilo porque la semana próxima vamos a recibir a las dos partes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es; esa es la idea y, para ello, coordinaremos los horarios de la manera 
más conveniente. 


Como primer punto del Orden del Día figura la Carpeta N* 1290/2013, relativa a la 
modificación del inciso final del artículo 380.8 del Código General del Proceso. 


El compromiso que habíamos asumido en este ámbito era recibir a la Suprema Corte de 
Justicia y votar el proyecto de ley en el día de hoy. Ahora bien; hemos recibido una nota del organismo 
en la cual se excusa de su incomparecencia. 


Léase por Secretaría. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 16 de setiembre de 2013. 
Señora Presidenta de la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores. 
Lic. Constanza Moreira. 


La Corporación estima conveniente, dado el espíritu que resulta de los antecedentes 
recibidos de la Comisión, el proyecto propuesto por el señor Senador Oscar López Goldaracena en 
modificación al propuesto por el señor Senador José Amorín Batlle, con la salvedad, a su parecer, de 
que asimismo debería ser debidamente identificado, por las mismas entidades, el origen de dichos 
depósitos. 


Asimismo se hace notar que, en el proyecto recibido por la Corte no se ha incluido en la 
salvedad los pagos de remuneraciones por cualquier concepto, jubilaciones, pensiones alimenticias y 
retiros que se hagan efectivos a través de las redes de cobranzas. 


Además por razones de técnica legislativa, la norma discutida debería integrar el elenco del 
artículo 381 tratándose de una excepción al régimen general de embargabilidad. 


La Corporación remite estos comentarios en forma escrita excusándose de su 
comparecencia programada para el día de mañana a las 14:30 horas. 


Saluda a Ud. y por su intermedio a los demás legisladores integrantes de la Comisión. 
Dr. Jorge Ruibal Pino 


Presidente 


Suprema Corte de Justicia 
Dr. Elbio Méndez Areco 
Director General 


Servicios Administrativos” 


-Así las cosas, para trabajar en este tema y poder votar hoy el proyecto de ley, pido a los 
señores Senadores que tengan a mano el comparativo, pues allí figuran algunas alternativas 
presentadas en su oportunidad por el Instituto de Derecho Procesal. Si no recuerdo mal, el doctor 
Varela Méndez planteó la derogación de los dos artículos y el doctor Abal Oliú, por su parte, trajo una 
modificación escrita. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite, señora Presidenta? 


Francamente, no me parece que el Senado de la República y esta Comisión puedan ser 
objeto de un tratamiento de las características del que estamos recibiendo de parte de la Suprema 
Corte de Justicia. El organismo tiene la posibilidad de solicitar una prórroga o pedirnos una fecha en 
especial para hacer efectiva su comparecencia, pero nunca contestarnos el día antes de la fecha 
prevista y, menos aún, a través de una carta de unas pocas líneas. 


Si nosotros hacemos un alto en el trabajo para solicitar la opinión de la Suprema Corte de 
Justicia acerca del proyecto de ley que estamos considerando, es porque entendemos que se trata de 
un tema importante, trascendente, acerca del cual nos gustaría escuchar una reflexión profunda, no de 
cuatro líneas escritas. Además, por esa vía ni siquiera tenemos oportunidad de hacer un intercambio 
de opiniones. Ellos tendrán el monopolio de la jurisdicción, pero no el de la sabiduría o el del 
conocimiento en materia jurídica. 


Por lo tanto, como primera precisión quiero dejar en claro que no me parece que 
corresponda un tratamiento de estas características. 


Por otro lado, creo que todos los hechos nos llevan a aprobar, en forma urgente, un proyecto 
de ley de las características del que en algún momento propuso el señor Senador Pasquet, es decir, 
por el que se suspenda la vigencia de estos artículos. ¿Por qué? Ante todo, porque la situación es 
grave y en cualquier momento puede producirse -si es que no se ha producido ya- un embargo de las 
cuentas en las que se hallen depositados salarios. A mi juicio, uno de los conceptos más relevantes 
emitidos por los representantes del Instituto de Derecho Procesal es que una vez que se deposita 
dinero en una cuenta bancaria, pasa a ser un crédito del titular contra la institución, con lo cual pierde 
el carácter de inembargabilidad, salvo que fuera una cuenta en la que -como ya dijimos- el titular no 
pueda hacer depósitos. Tan es esto así que la Suprema Corte de Justicia, a pesar de haber enviado 
una nota muy superficial, establece que el origen de dichos depósitos debe ser debidamente 
identificado por las entidades bancarias, lo que nos demuestra otra cosa más. Supongamos que el 
proyecto de ley del señor Senador López Goldaracena, con los cambios propuestos por la Suprema 
Corte de Justicia -que son unos cuantos- fuera el camino correcto a recorrer; yo creo que no lo es. 
¿Cuánto tiempo les llevará a las instituciones bancarias abrir cuentas especiales en donde se pueda 
identificar el origen de los depósitos? Mientras tanto, el artículo está vigente y se van a generar 
problemas -originados en la redacción de la ley vigente- que no se podrán subsanar. A esto agrego otro 
concepto vertido por los profesores de Derecho Procesal, que es el de que en este caso particular, 
además de por un criterio general, si se le agregara el carácter de retroactivo, la norma sería 
inconstitucional. Quiere decir que en vez de solucionar el problema, lo estamos agrandando porque no 
se tiene claro cuál es el camino a recorrer. 


A lo expuesto quiero agregar un nuevo elemento que no es menor: la aspiración del Ministro 
de Economía y Finanzas de que en un breve plazo todos los trabajadores cobren sus salarios a través 
de cuentas bancarias. Vamos caminando aceleradamente hacia un proceso de bancarización que, 
entre otros muchos efectos, va a posibilitar que quien pague con medios electrónicos se beneficie con 
un descuento del IVA del 2%, que podría llegar -según surge de los textos salidos en la 
prensa en estas horas- a un 4% en caso de que se utilice tarjeta de débito. Entonces, si ese es el 
camino que se piensa recorrer en materia económica para formalizar los créditos y tener un 
conocimiento más cabal de todo lo que pasa en la economía nacional, me parece prudente y lógico 
que aprobemos sin más trámite un proyecto de ley de suspensión de los artículos y dediquemos el 
tiempo que sea necesario a estudiar una alternativa, si es que existe. 


En ese sentido, hago moción para que se vote un proyecto de ley de un artículo que diga que 
se suspende la vigencia de las disposiciones en cuestión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiere decir que se agrega esta propuesta, que es análoga -aunque distinta- 
a la que formulara el doctor Edgar Varela Méndez, en el sentido de derogar los artículos 379.7 y 380.8. 


En consecuencia, las propuestas que tenemos sobre la mesa en relación a este tema son las 
siguientes: la suspensión de la vigencia de estos artículos, la sugerencia de modificación propuesta por 
el señor Senador López Goldaracena y la idea del doctor Abal Oliú de incluir un nuevo numeral al 
artículo 381. 


SEÑOR DA ROSA.- Apoyo la propuesta que acaba de realizar el señor Senador Gallinal. 


En la sesión pasada señalé la preocupación por el hecho de que el tiempo va transcurriendo 
y como el problema está planteado y permanece latente, existe el riesgo cierto de que ocurran 
episodios o situaciones desgraciadas -que nadie desea- en virtud de lo que prevé la norma, por la 
posibilidad de que se embarguen cuentas que contengan salarios, pasividades o pensiones. 


En la medida en que el tema parece bastante más complejo de lo que inicialmente habíamos 
percibido -porque parecía una cosa mucho más sencilla de resolver- creo que tenemos que tomar una 
rápida resolución para evitar males mayores. En la medida en que sigamos ese camino, vamos a ganar 
tiempo para perfeccionar o buscar una solución técnicamente más adecuada al problema. Por eso 
comparto la idea de la suspensión. Por razones de precisión, creo que habría que establecer un 
tiempo, incluso para obligarnos a encontrarle una solución al tema y para que no quede como una 
suspensión sine die. Habría que establecer un término razonable, quizás de un año, a los efectos de 
proceder a encontrar una solución técnica que nos permita zanjar el problema en forma definitiva. 


Vista la complejidad del problema y la gravedad que puede llegar a tener, me parece que 
haríamos bien en curarnos en salud y proponer una disposición que por lo menos suspenda, no ya que 
derogue, porque me parece que tenemos que buscar una solución que sea lo más aceptable desde el 
punto de vista técnico. 


Reitero: apoyo la propuesta de la suspensión a efectos de evitar males mayores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos a consideración una nueva propuesta, en este caso de suspensión 
de la vigencia por un tiempo hasta que le encontremos una adecuada solución jurídica. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Analizando la respuesta de la Suprema Corte de Justicia, que no 
he tenido -supongo que al igual que los demás señores Senadores-tiempo de estudiar en profundidad, 
entiendo que estaremos transitando por un camino correcto, técnicamente hablando, al aprobar las 
modificaciones al Código General del Proceso en esta materia, tal cual lo habíamos sugerido, 
complementando la propuesta original del señor Senador Amorín. Indudablemente, el tema podría ser 
abordado desde distintos planos y opiniones, al punto que el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, 
en la comparecencia de la sesión pasada, no demostró unanimidad, especialmente con el tema de la 
retroactividad. Quiero dejar constancia de que el profesor Abal Oliú manifestó su discrepancia con los 
dichos del doctor Varela Méndez. Incluso, también hubo discrepancias del profesor Landoni con los 


anteriores, pero hubo absoluta coincidencia en cuanto a la necesidad de modificar esta disposición. La 
postura de los profesores Abal Oliú y Landoni señalando que nuestra sugerencia podría ser de recibo y 
adecuada técnicamente -incluso sugiriéndole algunas modificaciones- más la propuesta de la Suprema 
Corte de Justicia, de alguna manera expresando un respaldo, me permite concluir que existe una 
solución técnica adecuada para el problema; existe, y no me canso de repetirlo. No es que por medio 
de la suspensión se va a generar luego una solución mágica que enmiende el error que se cometió 
cuando se sancionó esa norma en el Código General del Proceso. 


Por lo tanto, no he modificado mi postura, señora Presidenta: al día de hoy sigo entendiendo 
que, con los errores que pueda tener, nuestra propuesta es la adecuada para llevar al Plenario. Eso es 
lo que me obliga usted a señalar ya que no pensaba intervenir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Discúlpeme por pedirle su opinión, pero ocurre que uno de los proyectos de 
ley que tenemos a consideración es de su autoría. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que con los elementos de juicio de que disponemos corresponde suspender 
la vigencia o derogar directamente estas normas. Días pasados, cuando concurrieron a la Comisión los 
integrantes del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, dejaron de manifiesto diferencias de opinión 
entre ellos, bien fundadas, significativas, y eso ya es una señal de atención. Luego llegó el oficio de la 
Suprema Corte de Justicia en el que nos llama la atención sobre la circunstancia de que no estaba 
previsto lo relativo a los pagos que se realicen a través de las redes de cobranzas. ¡Menuda cosa! Es 
muy fácil que uno se olvide de tal o cual aspecto que debe considerar, y este señalamiento que nos 
hace la Suprema Corte nos demuestra que tenemos que ir con mucho cuidado en un tema tan 
sensible. A ello se agrega el anuncio que hace el Ministro de Economía y Finanzas sobre el proyecto 
de ley de bancarización, que va a tener impacto sobre esta materia; si bien no sabemos exactamente 
cuál va a ser, de alguna manera va a incidir. Cuando se trate en el Parlamento el proyecto de ley 
vinculado a esa idea, quizás resulte oportuno introducir alguna norma a este respecto. 


Ahora bien, hoy por hoy creo que no sería prudente avanzar por el camino de la modificación 
de estas disposiciones que nos ocupan. Sin perjuicio de reconocer el mérito técnico que tiene la 
inquietud del señor Senador Amorín y la propuesta más elaborada del señor Senador López 
Goldaracena, me parece que tenemos que ir con cautela porque, como lo dijo el doctor Varela Méndez 
cuando estuvo aquí, hay distintas perspectivas para mirar este asunto y tenemos que considerarlas a 
todas. 


En cuanto a las opciones de derogar o suspender la vigencia, estoy de acuerdo en que 
suspender la vigencia mantiene la señal de que existe una voluntad política de legislar en este tema, 
pero ponerle plazo a la suspensión es complicado. Si establecemos 180 días -que sería un plazo 
natural; es el primero que se nos ocurre- el vencimiento caería en marzo, es decir, cuando venimos del 
receso. Además, no olvidemos que el 1% de junio tenemos las elecciones internas de los partidos 
políticos. Si suspendemos por un año, estaríamos prácticamente en la víspera de la elección. Por otra 
parte, si entramos en el juego de suspender para luego sancionar otra norma que vuelve a suspender, 
se desprestigia todo. 


Entonces, si no derogamos sería partidario de suspender la vigencia de estas normas sin 
indicar plazo alguno. Podría decirse que se suspende la vigencia de los artículos tales y cuales sin dar 
más especificaciones, y cuando haya un acuerdo, una solución técnicamente madura, entonces sí 
restableceríamos la vigencia de las disposiciones de referencia. 


En definitiva, me inclinaría por suspender la vigencia de las normas en cuestión que, según 
lo señaló el doctor Varela Méndez, son los artículos 380.8 y 379.7, sin indicar el plazo de duración de la 
suspensión. 


SEÑOR ROSADILLA.- Antes que nada, quiero decir que comparto el comentario que hizo el Senador 
Gallinal al comienzo de su exposición, máxime luego de enterarme por Secretaría que la fecha del 17 
de setiembre fue propuesta por la propia Suprema Corte de Justicia para concurrir aquí. Creo que al 
menos en la nota debería haberse excusado por razones de fuerza mayor, aunque no explicitara los 


motivos. En definitiva, esta actitud me parece poco sensible ante una convocatoria a una Comisión del 
Senado. En ese sentido, es mi deber decir que me siento, no digo molesto, sino extrañado de que una 
institución del nivel de la Suprema Corte de Justicia omita, en una comunicación a una Comisión del 
Senado, una excusa expresada en términos más respetuosos, no con nosotros como personas, sino 
con lo que representamos. 


Por otro lado, quiero decir que habíamos fijado la instancia de intercambio con la Suprema 
Corte de Justicia a los efectos de cerrar la parte argumental sobre este tema y luego sí poder pasar a 
votar. Habíamos asumido ese compromiso ante la propuesta del Senador López Goldaracena en el 
sentido de definir este tema. Por esta razón voy a solicitar a la Comisión un cuarto intermedio de cinco 
minutos, dados los nuevos elementos, a los efectos de que el Frente Amplio pueda ajustar su posición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el cuarto intermedio solicitado. 
(Se vota:) 
-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La Comisión pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 

(Así se hace. Es la hora 15 y 14 minutos.) 

(Vueltos a Sala.) 

-Se reanuda la sesión. 

(Es la hora 15 y 21 minutos.) 


SEÑOR ROSADILLA.- Señora Presidenta: la Bancada del Frente Amplio en Comisión no está 
dispuesta a acompañar ni la derogación ni la suspensión de estos artículos, más allá de que si alguien 
quiere poner esto a votación, obviamente, así se hará. Asimismo, entiende que el artículo en 
consideración merece un mayor estudio de los elementos volcados, tanto en la sesión anterior, como 
en el día de hoy por parte de los señores Senadores y en la nota de la Suprema Corte de Justicia. Por 
esas razones, se hace necesario que la iniciativa que fue presentada sea mejorada y trabajada de 
manera más concluyente antes de ser efectivamente considerada en Sala. En ese sentido, vamos a 
seguir trabajando sobre este tema. Cuando la Bancada considere que se han integrado los elementos 
que han surgido, volveremos a presentar el proyecto para su tratamiento. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: siempre que se solicita más tiempo para estudiar un 
proyecto, lo lógico es acceder a ese pedido, más allá de la urgencia que este tiene, puesto que el 
artículo está vigente. Si no fuera así, obviamente podríamos tomarnos todo el tiempo necesario, pero la 
realidad es que tenemos esa espada de Damocles pendiendo sobre la cabeza de los uruguayos y en 
algún momento se va a concretar -si no ocurrió ya- un embargo que ponga en riesgo rubros salariales, 
de pensiones alimenticias, de jubilaciones, etcétera. Pero me parece bien que nos tomemos el tiempo 
necesario ya que, entre otras razones, el señor Senador López Goldaracena ha tenido el mérito de 
esforzarse mucho en trabajar sobre este proyecto, y nadie discute su buena intención. Lo que sucede 
es que comenzaron a aparecer carencias de todo tipo, y seguramente, cuando el señor Senador 
propuso el proyecto no sabía o no tuvo en cuenta que se van a poder descontar cuatro puntos de IVA si 
se abona con medios electrónicos, lo que para mí es una novedad. Lo único que diría al señor Senador 
Rosadilla como compañero de trabajo es si podemos poner entre paréntesis la primera parte de su 
intervención, cuando dijo que su bancada no iba a acompañar una suspensión ni una derogación. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lo dije solo con respecto al día de hoy, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Muy bien, entonces, señor Senador; por consiguiente, retiramos nuestra moción 
a los efectos de considerarla en el momento oportuno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Este asunto se incluirá como primer punto del Orden del Día de la próxima 
sesión, que esperamos pueda ser el martes, más allá de todas las consideraciones que hicimos antes 
sobre el tema del juicio político. 


Pasamos a considerar el segundo punto que figura en el Orden del Día: Carpeta 418/2010, 
Reforma del Código del Proceso Penal. 


SEÑOR MICHELINI.- Solamente quiero avisar que tendré que retirarme para asistir a la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo también tendré que retirarme por ese mismo motivo, pero me voy a 
quedar hasta las 16 horas a los efectos de avanzar en el tema. Como no estamos votando sino 
simplemente considerando artículo por artículo, podremos seguir sesionando aun si algún otro señor 
Senador tiene que retirarse. 


En la última sesión habíamos llegado hasta el artículo 68. Corresponde pasar ahora al 
artículo 69: “Inimputabilidad”. 


Léase el artículo 69.1. 
(Se lee:) 
“Artículo 69 (Inimputabilidad).- 


69.1.- En cualquier etapa del proceso que se denuncie por alguno de los sujetos, o resulte 
manifiesto que el imputado en el momento de ejecutar el acto que se le atribuye se encontraba en uno 
de los casos previstos por los artículos 30 a 33 o 35 del Código Penal, previo dictamen pericial podrá 
disponerse provisionalmente su internación en un establecimiento especializado”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer una precisión de redacción. Se dice: “En cualquier etapa del proceso 
que se denuncie”, pero debería decir: “En cualquier etapa del proceso en que se denuncie”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo con la corrección del señor Senador Pasquet. 
(Apoyados.) 
Léase el artículo 69.2. 
(Se lee:) 


“69.2.- Si durante la tramitación del proceso el imputado deviniere inimputable conforme lo 
expresado en el numeral anterior, previo dictamen pericial podrá ordenarse su internación en un 
establecimiento especializado.” 


-En consideración. 


Si no hay observaciones, pasamos al artículo 69.3. 


Léase. 
(Se lee:) 


“69.3- El proceso proseguirá el trámite común hasta la sentencia definitiva. En tal 
circunstancia y previa solicitud fiscal, se declarará al encausado autor inimputable y se le impondrán 
medidas curativas en sustitución de la pena”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Me gustaría volver al artículo 69.2 porque entiendo que el concepto de 
inimputabilidad está fuera de lugar ya que se refiere a una especie de inimputabilidad sobrevenida 
durante el curso del proceso. Todavía dice: “conforme a lo expresado en el numeral anterior”. En el 
numeral anterior se refiere a la inimputabilidad durante la comisión del delito, que es la inimputabilidad 
propiamente dicha. Después, en el curso del proceso lo que le puede pasar al sujeto es que devenga 
incapaz, pero no inimputable porque no tiene por qué cometer un nuevo delito en el curso del proceso. 


Entonces, me parece que la redacción debería ser: “Si durante la tramitación del proceso el 
imputado deviniere incapaz, previo dictamen pericial, podrá ordenarse su internación en un 
establecimiento especializado”. A mi entender, el término debería ser “incapaz” y no “inimputable” y la 
referencia al numeral anterior estaría fuera de lugar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo con la redacción propuesta por el señor Senador Pasquet, se 
eliminaría “inimputable conforme lo expresado en el numeral anterior”, reemplazándolo por “incapaz”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pido disculpas a los señores Senadores porque el cambio que se propone me 
genera dudas. Me da la impresión de que, seguramente por error, el artículo 69.2 no está 
correctamente redactado. No obstante, me parece que hay una diferencia con el 69.1, en el que se 
expresa: “o resulte manifiesto que el imputado”, etcétera, porque en el 69.2 se quiere decir -en 
realidad, se dice muy mal; en definitiva, no es lo que se dice- que durante el avance del proceso se 
determinará si cuando se cometió el delito la persona era inimputable. Por eso digo que seguramente 
haya un error, pero me causa dudas, porque parece demasiado grande. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese lectura a los artículos 30 a 33 y 35 del Código Penal. 
(Se leen:) 


“Artículo 30 (Locura) No es imputable aquel que en el momento que ejecuta el acto por 
enfermedad física o psíquica, constitucional o adquirida, o por intoxicación se hallare en tal estado de 
perturbación moral, que no fuere capaz o sólo lo fuere parcialmente, de apreciar el carácter ilícito del 
mismo o de determinarse según su verdadera apreciación. Esta disposición es aplicable al que se 
hallare en el estado de espíritu en ella previsto, por influjo del sueño natural o del hipnótico. 


Artículo 31 (Embriaguez) No es imputable el que ejecuta un acto en estado de embriaguez, 
siempre que esta fuere completa y estuviere determinada por fuerza mayor o caso fortuito. 


Artículo 32 (Ebriedad habitual) El ebrio habitual y el alcoholista, serán internados en un Asilo. 


Se considera ebrio habitual el que se embriaga periódicamente y en ese estado comete delito 
o provoca escándalo, tornándose peligroso. 


Se reputa alcoholista al que por la costumbre de ingerir alcohol, sin llegar a la embriaguez, 
hubiera cometido el hecho en el estado previsto en el artículo 30 del Código. 


Artículo 33 (Intoxicación) Las disposiciones precedentes serán aplicables a los que, bajo las 
condiciones en ellas previstas, ejecutaran el acto bajo la influencia de cualquier estupefaciente. 


Artículo 35 (Sordomudez) No es imputable el sordomudo antes de haber cumplido los 18 
años, ni después, cualquiera fuere su edad, en las condiciones psíquicas previstas por el artículo 30.” 


-Sé que esto se está modificando en el Código Penal; toda la normativa sobre la embriaguez o 
el estado de perturbación psíquica producida por consumo de alcohol o estupefacientes como 
atenuantes del delito se ha revisado. Entonces, vamos a mantener desglosado el artículo 69.1 -no el 
69.2- a los efectos de confirmar qué es lo que efectivamente quedó en la nueva redacción del Código 
Penal a este respecto. 


SEÑOR PASQUET.- La diferencia entre el artículo 69.1 y el 69.2 es que el primero tiene que ver con el 
que en el momento de cometer el delito estaba afectado por alguna de las causas de inimputabilidad, 
que son aquellas a las que se acaba de dar lectura. En el artículo 69.2 el momento no es el de la 
comisión del delito; lo que se toma en cuenta es que en el curso del proceso el individuo se incapacite. 
Por eso dice: “deviniere inimputable”. Es decir que se está pensando en el individuo que en el curso del 
proceso pierde la capacidad de pensar, de determinarse según su apreciación, etcétera, y deviene, se 
dice aquí, inimputable. Creo que está mal dicho, porque no se está pensando en la hipótesis de que 
cometa delitos durante el curso del proceso, sino en la posibilidad de que mientras se desarrolla el 
juicio, el individuo sufra alguna perturbación, alguna alteración, alguna enfermedad, que haga que no 
pueda actuar como una persona capaz durante el proceso. El término, a mi juicio, es que se incapacita. 
Por ejemplo, no podría prestar declaración, no estaría en condiciones de designar un defensor, 
etcétera. En definitiva, no estaría en condiciones de actuar como una persona normal y hacer frente a 
sus responsabilidades, pero no por una enfermedad que haya tenido cuando cometió el delito, sino por 
algo que le pasó después, durante el curso del proceso. Creo que esa es la cuestión. Estas pueden ser 
algunas de las causas del artículo 30 o pueden ser las consecuencias de una enfermedad que no 
tenga nada que ver con la embriaguez, con los estupefacientes ni tampoco con la locura; puede ser 
una forma de demencia senil, o algo por el estilo, que haga que durante el proceso el individuo no 
pueda hacerse cargo de la situación. 


Entonces, creo que corresponden las modificaciones propuestas y además habría que incluir 
al final del artículo 69.2, después de una coma: “si fuere necesario”, porque puede ocurrir que el 
individuo se incapacite y que no sea necesario internarlo en un establecimiento especializado. La 
internación corresponde cuando puede causar daño a sí mismo o a terceros, pero si es un incapaz que 
no está en situación de causar daño, tampoco hay por qué internarlo. Lo que ocurre es que en ese 
caso, comprobada la incapacidad, se le designa un curador o una persona que lo represente durante el 
proceso, y eventualmente se le pone fin, si se entiende que no corresponde continuarlo. Pero va por 
otro lado que por el cauce del artículo 69.1; es claramente distinto. 


Entiendo que tendríamos que marcar esto con un asterisco y que se justifica realizar una 
consulta al respecto más adelante. Habíamos hablado de plantear una serie de puntos para consultar 
al Instituto de Derecho Procesal, a la Comisión Redactora o a quien fuere, y creo que en este artículo 
69.2 tendríamos que recabar específicamente esa consulta. 


Dejo propuestas esas modificaciones y quisiera que se tomara nota de la que he indicado al 
final, que consiste en incluir, en lugar del punto, una coma, y agregar: “si fuere necesario”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy parcialmente de acuerdo con lo que ha expresado el señor 
Senador Pasquet y quiero tratar de explicar cómo entiendo este artículo. 


El artículo 69.1 hace referencia, como bien se dijo, al momento de ejecución del delito. Por 
supuesto, la declaración de inimputabilidad se da en el curso del proceso, pero el individuo es 
inimputable considerando las circunstancias al momento en que se ejecutó el delito. Cuando en el 
artículo 69.2 se considera el supuesto al que refiere, especialmente contiene la expresión “deviniere 
inimputable”, y ahí está mi discordancia con el señor Senador Pasquet en cuanto al alcance de la 
interpretación. Creo que no se debería sustituir por “incapaz”, porque este es un concepto general, 


básicamente de Teoría General del Derecho o de Derecho Civil, y aquí estamos hablando de grados de 
incapacidad que pueden dar lugar a la inimputabilidad o no respecto de un delito. Por eso se hace 
referencia a la palabra “imputabilidad” o “inimputabilidad”. Me parece que está visto desde la óptica de 
ese prisma y lo que se quiere decir es que, si durante la tramitación del proceso el imputado ingresa en 
alguna de las circunstancias que hacen que sea imposible castigarlo, se podrá ordenar su internación 
en un establecimiento especializado. Es lo mismo que sucede cuando se considera que era incapaz o 
inimputable al momento de cometer el delito. Son dos planos temporales diferentes: el artículo 69.1 
refiere al momento de ejecución del delito y el artículo 69.2 se aplica cuando deviene inimputable en el 
curso del proceso. No utiliza la palabra “incapacidad” sino “inimputabilidad”, es decir que no se le va a 
poder imputar el delito. Quizás esté bien que se utilice la palabra “inimputabilidad”, porque luego el 
artículo 69.3 dice que en cualquiera de las dos circunstancias se va a declarar al encausado autor 
inimputable y se le van a imponer medidas curativas. 


Por lo tanto, tal cual está redactado, yo lo entiendo así; quizás, para que quede claro, le 
agregaría: “por causas supervinientes”. Es decir que comenzaría diciendo: “Si durante la tramitación 
del proceso el imputado deviniere inimputable por causas supervinientes”, etcétera. O sea que se 
supone que es por una causa posterior. Luego el artículo continuaría: “previo dictamen pericial podrá 
ordenarse su internación en un establecimiento especializado”. De lo contrario, este artículo no tiene 
razón de ser. O medimos la inimputabilidad al momento en que se comete el delito, o estamos 
analizando una situación que se produjo después, y me parece que en este caso se está refiriendo 
claramente a una situación que se produjo después. Por eso la conducta que prevé el Código es que 
se le podrá internar, de la misma forma que lo dice en el 69.1. A uno se le podrá internar porque era 
inimputable al momento de cometer el delito y al otro porque devino inimputable en el curso del 
proceso. Creo que eso es lo que está diciendo el Código. 


En conclusión, la cuestión es si cambiamos la palabra “inimputable” por “incapaz” o no. A mi 
entender, “inimputable” hace especial referencia al Derecho Penal y, por tanto, la dejaría. De todos 
modos, es una opinión no muy académica del tema y, en consecuencia, me parece adecuado que se 
encapsule este artículo para hacer las consultas del caso. De todos modos, reitero que la razón de ser 
del artículo 69.2 es esa, ya que luego el artículo 69.3 le da el mismo tratamiento a los dos supuestos; 
en los dos casos se va a declarar autor inimputable del delito. 


SEÑOR DA ROSA.- Estoy tratando de encontrar las diferencias conceptuales que justifiquen la 
redacción del artículo 69.1 y del 69.2 y, básicamente, no las encuentro. En realidad, creo que 
deberíamos consultar a quienes redactaron el proyecto para ver cuál es la diferencia que existe, que 
seguramente es muy pequeña o de matiz. Supongo que alguna diferencia habrá, porque de lo contrario 
no tendría sentido redactar estos dos numerales en forma diferenciada. 


Concretamente, el artículo 69.1 dice: “En cualquier etapa del proceso que se denuncie por 
alguno de los sujetos”, y el 69.2 dice: “Si durante la tramitación del proceso” -que es más o menos lo 
mismo que decir “En cualquier etapa del proceso”- “el imputado deviniere inimputable conforme lo 
expresado en el numeral anterior”, etcétera. Quiere decir que se remite a las causales establecidas en 
el numeral anterior en lo que refiere a los artículos 30 a 33 o 35 del Código Penal. Entonces, también 
encuentro que no existe aquí una diferencia de fondo. La consecuencia que tiene la situación es la 
misma: previo dictamen inicial, podrá disponerse su internación en un establecimiento especializado. 
Tal vez en el artículo 69.2 se consagra una situación más definitiva, porque el 69.1 dice que podrá 
disponerse provisionalmente su internación y en el 69.2 se dice que podrá ordenarse su internación en 
un establecimiento especializado. Parecería que en este aspecto el 69.2 consagra una consecuencia 
de carácter más definitiva que la prevista en el artículo 69.1, pero la verdad es que quiero encontrar 
cuáles son las diferencias de fondo a que se refieren ambos numerales, aunque no veo demasiada 
sustancia para ello. Por lo tanto, creo que es atinado consultar para saber qué se buscó con la 
diferenciación de estas dos situaciones planteadas en los dos numerales del artículo 69. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que la diferencia está circunscrita al momento en que el sujeto está afectado 
por esta causa de inimputabilidad o de incapacidad, según el término que queramos emplear. 


El 69.1 tiene que ver con el momento en que se comete el delito, mientras que el 69.2 refiere 
al tiempo durante el cual se tramita el proceso, es decir, después de cometido el delito. 


Obsérvese que podría darse perfectamente la circunstancia de que el individuo hubiera sido 
imputable cuando cometió el delito y deviniere incapaz durante el transcurso del proceso. Si quieren, 
es una hipótesis de laboratorio, pero es perfectamente concebible. Personalmente nunca vi en la 
práctica un caso así, pero podría darse. El individuo comete el delito siendo plenamente imputable -y, 
por lo tanto, merecedor en principio de una sanción penal- pero luego se incapacita y durante el 
proceso se advierte que no está en sus cabales, que por cualquier razón devino incapaz y debe 
actuarse en consecuencia. 


Por lo tanto, me parece que son dos situaciones bien diferentes que también tienen que ser 
contempladas de distinta manera. Insisto en cuanto a que hay que ver si la internación en un 
establecimiento especializado es necesaria o no, ya que no simplemente porque haya devenido 
incapaz corresponde internarlo; se lo puede mandar para su casa, directamente. Lo que hay que 
determinar es si tiene sentido imponer una pena a alguien que era imputable cuando cometió el delito, 
pero que después dejó de serlo, es decir, que perdió su capacidad. ¿Qué sentido tiene imponerle una 
pena a alguien que no entiende lo que le está pasando? Creo que ninguno. Entonces, habría que 
recurrir a medidas curativas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En el artículo 69.3 se establece que si devino inimputable, 
igualmente se lo declarará autor inimputable y se le aplicarán medidas curativas en sustitución de la 
pena. 


SEÑOR PASQUET.- En cuanto al 69.3, a mi juicio también está mal redactado, porque puede ocurrir 
que se entienda que el procesado no cometió el hecho que se le imputa y no se probó su 
responsabilidad siquiera material en los hechos -aunque no sea la sicológica- por lo que en ningún 
caso corresponde declararlo autor de los hechos en cuestión; simplemente, corresponde absolverlo. 
También puede ocurrir que se lo encuentre autor inimputable del delito en cuestión. Y puede darse 
hasta una tercera posibilidad: que se lo considere autor imputable en su momento, pero que después 
dejó de serlo. Es mucho más complejo de lo que parece a primera vista. 


Considero que, claramente, este artículo 69 debe ser desglosado para poder interrogar sobre 
esto exhaustivamente a la Comisión Redactora o al Instituto de Derecho Procesal. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Pienso que por medio de este intercambio prácticamente estamos 
disecando al artículo. Estamos de acuerdo en que, al parecer, se trata de dos situaciones distintas y 
que el proyecto, en la propuesta, está dando a ambas el mismo tratamiento. 


Por un lado, quiero señalar que el poder internarlos o no es facultativo; no se establece como 
algo obligatorio o preceptivo, pues dice “podrá”. Luego se establece la misma conclusión jurídica para 
el caso de que sea declarado autor del delito: será declarado autor inimputable, en un caso, porque era 
inimputable al momento que lo cometió y, en el otro, porque devino inimputable o incapaz durante el 
proceso. 


En este tren de razonamiento, creo que es adecuado que el proyecto prevea esta situación de 
que una persona devenga inimputable en el curso de un proceso penal. Obviamente, esa persona 
pudiera ser declarada inocente, y en ese sentido estoy de acuerdo con el señor Senador Pasquet para 
el caso exclusivo del artículo 69.2, que es el que prevé la incapacidad superviniente. 


Quiero decir que es adecuada la solución que da el artículo 69.3, porque si fue declarado 
inimputable en el curso del proceso o era inimputable en el momento de ejecutar el delito, va a ser 
declarado autor inimputable. La solución que se da a la situación prevista en el artículo 69.2 es la 
misma que para el artículo 69.1, lo que no está mal, porque si es declarado autor va a ser autor 
inimputable sin importar cuándo se incapacitó. Aclaro que estamos usando la palabra “incapaz” aunque 
sabemos que no es sinónimo de “inimputable”. 


En este intercambio llego a la conclusión de que está bien que quien elaboró el proyecto 
prevea esta situación, aunque quizás, para ahondar en la solución, sería bueno incorporarla en la 
ronda de consultas con la Comisión que redactó el articulado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Secretaría recién hizo llegar a la Mesa -y voy a pedir que se reparta- la 
nueva versión del Código Penal para el Capítulo Il, “De las causas de inimputabilidad”, artículos 30 y 
31; Capítulo lll, “De las causas que eximen de pena”, artículos 32 a 38; y del Título Il, “De las 
circunstancias que alteran la pena”, Capítulo |, “Circunstancias atenuantes”, artículo 39. De este modo, 
cuando volvamos a considerar estos artículos, lo podremos hacer tomando en consideración esta 
reformulación de los eximentes de la pena. 


Quiero hacer un comentario a propósito de dos casos que están dando vuelta en todas las 
instituciones que trabajan con mujeres y con la perspectiva de género en la agenda jurídica: la 
erotomanía, que fue declarada en un caso en Uruguay, y la celopatía, que fue usada como causa de 
inimputabilidad penal en un caso en Argentina. 


Con respecto al proceso, no tenemos que estar a lo que determine el Código Penal en 
cuanto a las causas de inimputabilidad -ese es un problema del Código- porque ahora estamos 
considerando el Código del Proceso Penal, y el artículo 69 establece que si el autor no va a prisión por 
ser inimputable, podrá disponerse su internación con fines curativos. El viejo Código solo preveía el 
alcoholismo como causa, aunque en general los alcohólicos no se curan con internaciones 
compulsivas, sino con otro tipo de tratamiento, como lo sabe la ciencia hoy en día. De manera que la 
internación como medida curativa en relación a la causa de la imputabilidad es solo una de las 
soluciones. 


SEÑOR PASQUET.- El Código vigente no prevé solo el alcoholismo como causa de inimputabilidad, 
sino que están todas esas otras causas a las que se dio lectura hace un rato. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que quiero decir es que no hay una relación tan directa entre la 
incapacidad producto de la embriaguez y la internación como medida curativa. Me refiero a que las 
medidas curativas se aplican en casos excepcionales y limitados. En realidad, la mayor parte de los 
procedimientos curativos son ambulatorios, sin internación, tanto para enfermedades mentales, como 
para las relacionadas con el alcoholismo y el consumo de estupefacientes. 


A mi juicio, nadie puede volverse inimputable. Dicho de otra manera, alguien podría ser 
inimputable en el momento en que comete el delito, pero no volverse inimputable después. No 
comprendo cómo alguien puede volverse inimputable después de cometer un delito. Quisiera que los 
señores Senadores me lo explicaran. Entiendo que alguien que comete un delito sea inimputable en el 
momento en que lo comete porque era loco, pero si luego adquiere un estatus de insania se lo podrá 
internar con fines curativos, porque no vale la pena que esté preso, sino que esté internado a los 
efectos de su curación. En ese caso, sería incapaz pero no inimputable. Eso es lo que no entiendo y es 
lo que hace que me incline más hacia lo que plantea el señor Senador Pasquet en el sentido de cómo 
alguien puede devenir inimputable. Podrá devenir incapaz y merecer otro procedimiento, pero devenir 
inimputable es un concepto que me cuesta entender. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- A mi juicio, una persona no deviene inimputable para el delito que 
ya cometió. O sea, no puede convertirse en inimputable para un delito que cometió cuando era 
imputable o capaz. En el caso de locura, por referirme al ejemplo que utilizaba la señora Presidenta, 
esa persona ingresa en una situación, que no quiero llamar de incapacidad, porque es una situación 
que según el Derecho Penal la convierte en inimputable. Si esa persona cometiera un delito estando en 
situación de locura, va a ser inimputable. Eso creo que es lo que se quiere decir con la redacción del 
69.2: ingresa en una situación personal por la que pasa a ser inimputable de delitos. Eso no significa 
que cambie la situación en que estaba cuando la persona cometió el delito. Pero a los efectos de la 
relevancia jurídica, el proyecto del Código utiliza la palabra “inimputabilidad” en lugar de “incapacidad”, 
para señalar que ingresa en una de las causales que el Derecho Penal establece para considerar que 
si una persona comete una acción prevista como delito no va a poder ser imputada como autora de ese 
delito o va a ser imputada como autor inimputable y no merecerá el castigo previsto en la norma. 


Ese concepto se compadece con lo dispuesto en el 69.3, por cuanto expresa que si es 
declarado autor va a ser inimputable. En eso estoy de acuerdo con lo señalado por el señor Senador 
Pasquet en el sentido de que puede ser declarado inocente. En realidad, es una ficción, es decir, 
cometió el delito, pero no se le va a imputar, aunque en aquel momento hubiera sido capaz de 


realizarlo. ¿Por qué? Porque ahora no lo puede comprender; no tendría ningún sentido ni utilidad social 
declarar a una persona autora imputable de un delito que no puede comprender. Por lo tanto, en lugar 
de mandarlo preso, se adoptan medidas curativas, lo que no significa internación compulsiva, sino 
reitero, la aplicación de medidas curativas. 


Más allá de lo alambicado que pueden ser estos tres numerales, en mi opinión eso fue lo que 
se quiso decir con estas disposiciones. De todos modos, estoy tratando de interpretar la voluntad de 
quienes lo redactaron; en realidad, es una adivinanza que se vuelve un tanto complicada. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quizás mi confusión primaria surge del hecho de que decir que alguien es 
inimputable, en este caso, podría emparentarse con que en realidad la persona era imputable cuando 
cometió el delito, pero queda eximido de pena. O sea, es imposible la aplicación de la pena porque, 
como señalaba el señor Senador López Goldaracena, devino en incapaz de comprender el delito que 
cometió. No le va a corresponder la pena, pero el delito que cometió con capacidad como para 
entender qué estaba haciendo, no desaparece, como tampoco desaparece el resultado del examen 
que de él se haga. Lo que desaparece es la posibilidad efectiva de aplicar una pena con relación al 
delito que fue cometido con capacidad de hacerlo. De ahí mi pregunta o confusión en torno al tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedan desglosados los tres numerales del artículo 69 a efectos de 
consultar a quienes redactaron, como bien dijo el señor Senador López Goldaracena. Por eso vamos a 
solicitar que se envíe la versión taquigráfica de nuestras dudas y pareceres respecto a este artículo. 
También se había pedido que se aclarase el artículo 51. 


En consideración el artículo 70: “Minoría de edad”. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 70 (Minoría de edad).- Si en cualquier estado de los procedimientos se comprueba 
que cuando el imputado cometió el hecho tenía menos de dieciocho años, se clausurarán las 
actuaciones y se remitirán los antecedentes al tribunal competente, estándose a lo que éste 
determine.” 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Esta norma está en armonía con el Derecho vigente, pero como es notorio, hay 
una propuesta que se va a votar el año que viene de disminución de la edad de imputabilidad para 
ciertos delitos. Teniendo en cuenta esas circunstancias, propondría la siguiente redacción: “Si en 
cualquier estado de los procedimientos se comprueba que cuando el imputado cometió el hecho era 
inimputable por razón de edad, se clausurarán las actuaciones y se remitirán los antecedentes al 
tribunal competente, estándose a lo que éste determine.” Es decir, se hace una referencia genérica a la 
inimputabilidad por razón de edad y no al límite específico de la inimputabilidad, porque eso, 
eventualmente, podría cambiar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tomamos nota de la sugerencia del señor Senador Pasquet. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Haciendo las veces del señor Senador Pasquet, me permito 
señalar que al final del artículo aparece la palabra “éste” con tilde; sin embargo, la Real Academia ha 
determinado que no lleva tilde. Si bien puede rechinarnos porque estamos acostumbrados a que vaya 
con tilde cuando se trata de un pronombre, ya no lo lleva; es decir que estamos infringiendo una regla 
de la Real Academia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como decía, tomamos nota de la sugerencia del señor Senador Pasquet, 
pero creo que quienes están analizando la reforma del Código Penal consideran que esa iniciativa no 
va a llegar a buen puerto -lo digo en sentido completamente irónico- ya que en la redacción 


mantuvieron la referencia a los 18 años. De cualquier manera, tomamos nota de la modificación 
propuesta por el señor Senador Pasquet. 


En consideración el artículo 71, “Rebeldía”. 
Léase. 
(Se lee:) 
“Artículo 71 (Rebeldía).- Queda prohibida la tramitación del proceso penal en rebeldía.” 
-En consideración. 


(Dialogados) 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Tratando de ser muy breve, voy a dar mi interpretación con 
respecto al artículo 71, pero vinculándolo al 72. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien, pero voy a pedir a Secretaría que dé lectura al artículo 72, porque 
se me ocurre que quizás podríamos alterar el orden y colocarlo antes que el 71, a los efectos de que 
este último resulte más comprensible. 


Léase. 
(Se lee:) 
“Artículo 72. (Declaración de rebeldía).- 


72.1- Será considerado rebelde el imputado que debidamente citado ante el juez de la causa 
no comparece y no da justificación razonable de su incomparecencia. 


72.2- Comprobada la rebeldía, el tribunal podrá declararla a solicitud del Ministerio Público y 
librará orden de detención. 


72.3- La declaración de rebeldía suspenderá el proceso a su respecto a partir de la 
comprobación de ese estado. 


72.4- Cuando cese la situación de rebeldía, el tribunal lo declarará y el proceso continuará 
según su estado.” 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- A mi juicio, desde el punto de vista jurídico hay que distinguir dos 
realidades. Una de ellas es la ausencia de la rebeldía. 


En realidad, la declaración de rebeldía es un instituto de larga data, que está previsto en 
nuestros Códigos de procedimiento -incluso civiles- por el cual el tribunal constata un hecho y, frente a 
tal constatación, aplica determinadas sanciones o, podríamos decir, determinada consecuencia 
jurídica. 


Lo que los artículos 71 y 72 están señalando es que no se puede continuar el proceso y 
juzgar cuando el tribunal constata y declara una situación de rebeldía, lo que está en consonancia con 
lo que dispone la Constitución de la República en el sentido de que no se puede juzgar a una persona 


ausente. Creo que de manera acertada el Código precisa justamente eso, es decir, que se necesita la 
declaración de rebeldía para suspender el proceso. Del mismo modo antes, por el viejo Código de 
Procedimiento Civil, se necesitaba la declaración de rebeldía del demandado para dar determinadas 
consecuencias jurídicas al demandante, entre ellas, por ejemplo, el embargo de los bienes del 
demandado. 


En este caso, lo que hago es juntar los artículos 71 y 72, de lo cual resulta que la prohibición 
de la tramitación del proceso penal en rebeldía es coherente con lo dispuesto por mandato 
constitucional en cuanto a que no se puede juzgar en ausencia de la persona. 


Pero, además, el artículo 72 precisa en qué situación se da esa rebeldía. Se exige 
claramente la comprobación de la rebeldía y que ella sea declarada. A su vez, durante el estado de 
rebeldía queda suspendido el proceso; por lo tanto, no se está juzgando a nadie en ausencia. Me 
parece que esto es lo que quiere significar el proceso en rebeldía, a diferencia del proceso civil en el 
cual, declarada la rebeldía, el proceso sigue en rebeldía, o sea que se continúa el juicio en rebeldía. 
Ahora bien; hacerlo así en materia penal implicaría violar la Constitución de la República. 


SEÑOR PASQUET.- Efectivamente, tal como nos lo recordaba recién el señor Senador López 
Goldaracena, la prohibición del juicio en rebeldía figura en nuestra Constitución, más concretamente, 
en el artículo 21. La palabra es: “rebeldía” y constituye un término procesal. “Ausencia” es otra cosa; se 
relaciona con el Derecho sustantivo y figura en el Código Civil. De modo que no debemos mezclar las 
cosas, porque son totalmente diferentes. 


Creo que los artículos 71 y 72 están correctos, salvo algún ajuste menor de redacción que, a 
mi juicio, habría que hacer en el último de ellos. Concretamente, en el apartado 72.3 propondría que se 
expresara lo siguiente: “La declaración de rebeldía del imputado suspenderá el proceso a su respecto.” 
Allí debería terminar la frase, puesto que decir “a partir de la comprobación de ese estado” genera la 
duda acerca de cuándo, efectivamente, se hizo la comprobación. Sabemos que es a partir de la 
declaración, que sirve justamente para dar certeza a la situación. Al individuo lo declaran rebelde por 
auto de juez de fecha tal; pues bien, es a partir de esa fecha -o sea, a partir del momento en que lo 
declaran rebelde- que se suspende el proceso; antes estaba en los hechos, pero faltaba el 
accertamento jurídico. 


Por otra parte, en el apartado 72.2 se hace referencia a las consecuencias de la declaración 
de rebeldía. Se dice: “Comprobada la rebeldía, el tribunal podrá declararla a solicitud del Ministerio 
Público y librará orden de detención.” A mi juicio, correspondería agregar la consecuencia que esto 
tiene en el proceso civil, es decir, la traba de embargo en créditos, derechos y acciones. Creo que si el 
imputado evade el proceso, es decir, no comparece ni da justificación razonable de su 
incomparecencia, se le declara rebelde y se detiene el proceso penal, pero correspondería embargarlo 
en créditos, derechos y acciones porque está eludiendo la acción de la Justicia. Si esto se hace en el 
proceso civil, con más razón debe hacerse en el proceso penal. En el noventa y nueve por ciento de 
los casos esto no tendrá ninguna importancia práctica porque los imputados en un proceso penal 
normalmente son insolventes, pero cuando no es ese el caso, como la delincuencia de guante blanco, 
y el individuo desaparece después de haber cometido una gran estafa, no está de más esta medida 
que afecta su patrimonio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo quedaría la redacción? 


SEÑOR PASQUET.- Sería: “72.2.- Comprobada la rebeldía, el tribunal podrá declararla a solicitud del 
Ministerio Público y en tal caso librará orden de detención y dispondrá embargo de créditos, derechos y 
acciones del imputado”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiere decir que el señor Senador Pasquet sugiere dos modificaciones: una 
para el artículo 72.2, y la otra para el 72.3. 


En el caso de la nueva redacción propuesta para el numeral 72.2, consulto si no es mejor 
decir: “podrá disponer” que “dispondrá”. 


SEÑOR PASQUET.- Personalmente considero que debería decir “dispondrá” porque esta es una 
consecuencia de alcance sancionatorio: si el individuo no comparece, lo mandan detener y le traban 
embargo de créditos, derechos y acciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En cuanto al numeral 72.3, la propuesta era eliminar la última parte de la 
frase que dice: “a partir de la comprobación de ese estado”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Digo con toda claridad que estoy de acuerdo con la propuesta del 
señor Senador Pasquet y me parece que es interesante que se trabe embargo a la persona que es 
declarada rebelde. Ahora bien, no recuerdo si en el Código del Proceso Penal no hay disposiciones 
especiales sobre las acciones conexas en materia civil que puede disponer el Juez Penal. Creo 
recordar que vimos un artículo que hablaba de traba de embargo u otra medida que podía disponer el 
Juez Penal con alcance civil. Esto sería lo único que me gustaría revisar antes de dar mi voto a este 
artículo en la instancia correspondiente porque me parece bien que se trabe embargo de créditos, 
derecho y acciones si se comprueba la rebeldía de una persona en materia penal, lo que también va 
alcanzar a las cuentas bancarias. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Comparto que tiene que haber una sanción y debe ser taxativa, pero estaba 
mirando que el artículo 103 del Título IV se refiere precisamente a lo que decía el señor Senador López 
Goldaracena. El artículo dice: “La acción civil no podrá ejercerse en sede penal, sin perjuicio de las 
medidas cautelares que se puedan dictar a petición de parte”, por lo que no sé si no implicaría alguna 
dificultad para la redacción propuesta por el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Lo que pasa es que este embargo genérico consiguiente a la declaración de 
rebeldía no tiene por finalidad facilitar las acciones civiles emergentes del delito sino que es una 
medida de presión para que el individuo comparezca a estar a Derecho. Como desoye el llamado del 
Tribunal, no comparece ni da razón de su inasistencia, se detiene el juicio, pero como esa situación no 
puede estar bien vista por el Derecho porque hay una frustración del proceso, se me ocurre esta 
medida -obviamente, no es la única; puede haber otras- para tratar de promover su comparecencia. 
Insisto: en muchos casos no tendrá eficacia práctica la medida, pero en otros sí. Además, este 
embargo es parte del estatuto genérico del declarado rebelde, y si es así en materia civil, en cualquier 
juicio, independientemente de la solvencia de la persona, está bien que también ocurra en materia 
penal. Esto no implica alterar en nada el régimen de la separación entre las acciones penales y civiles. 
Si mañana un individuo comparece y está a Derecho, pedirá el levantamiento del embargo y así se 
dispondrá. Pero eso ocurrirá cuando cese su estado de rebeldía y vuelva a comparecer en el juicio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La rebeldía, como concepto, es una deducción extraída del hecho de que la 
persona no comparece ni justifica ese hecho. Es una deducción a partir de dos situaciones. ¿Qué pasa 
si esta persona está fuera del país y no comparece ni justifica su falta de comparecencia? ¿Se le 
embargan preceptivamente todos sus bienes? 


SEÑOR PASQUET.- Está prófugo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo prófugo? 
SEÑOR PASQUET.- Lo estamos llamando elegantemente rebelde, pero su situación es de prófugo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede ocurrir que no esté en el país por razones que no tengan que ver con 
una intención. Por eso digo que le estamos imputando intenciones a situaciones; deducimos que es 
rebelde. Por tanto, esta cuestión me preocupa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- El ejemplo que pone la señora Presidenta es correcto porque 
continúa profundizando el tema, al igual que lo que señaló el señor Senador Nin Novoa sobre la acción 
civil prevista en artículos que vamos a ver más adelante. 


En cuanto a lo que mencionó específicamente la señora Presidenta, creo que ello estaría 
comprendido en el artículo 72.1. Si la persona está en el exterior y da una causa justificada, nunca va a 
ser declarado rebelde. Para declararlo rebelde no debe comparecer ni dar una justificación razonable, y 
eso es ser prófugo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si la persona está en el exterior y no se entera del inicio del proceso porque 
vive sola y no tiene a nadie que le informe, ¿cómo hace la Justicia para notificarla de la citación a una 
causa, máxime si tenemos en cuenta lo que se mueve la gente en el mundo hoy en día? Esto parece 
hecho para el siglo XIX. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me estoy yendo del tema, pero hay tratados de extradición que 
prevén meses y meses para comunicar los pedidos porque están pensados para las comunicaciones 
del siglo XIX. Hoy por hoy, con el sistema de persecución policial a nivel internacional, como sería 
Interpol, o los nuevos tratados en materia de cooperación procesal internacional, si se cita a una 
persona que no tiene domicilio acá y, por alguna razón, el juez considera que no es testigo sino que 
tiene que ser indagado, se pueden adoptar medidas provisionales, incluso el pedido de extradición. 


El tema da para profundizar y debatir, pero existen mecanismos para iniciar un proceso penal 
a una persona que comete un delito en el Uruguay y no se encuentra en el país. Supongamos que se 
encuentra viviendo permanentemente en el exterior; en ese caso se pedirá la extradición. Ahora, si la 
persona está en una situación de ocultamiento, lo cual comprueba Interpol cuando se cursen los 
pedidos de captura, ahí juega otro supuesto: la persona se está escapando de la acción de la Justicia y 
podría ser conducente un estatuto del declarado rebelde, a lo cual me voy a referir muy brevemente. El 
embargo del declarado rebelde, originalmente concebido en materia civil, es especial. Además, no es 
en sí mismo un embargo cautelar en interés de las partes. Es un embargo especial. El estatuto del 
declarado rebelde previsto en el viejo Código de Procedimiento Civil dispone el embargo de la persona 
que no comparece, y el embargo se levanta cuando justifica la comparecencia. Es una especie de 
medida cautelar atípica, por decirlo así, o medida sancionatoria. 


Me gustaría compatibilizar la propuesta del señor Senador Pasquet con respecto al artículo 
72.2 con lo que nos señalaba el señor Senador Nin Novoa con relación al embargo como medida 
cautelar a pedido de parte, pero creo comprender que se trata de dos embargos diferentes, ya que 
uno es el embargo cautelar que puede pedir la víctima y otro es el de una persona declarada rebelde, 
que tiene un estatuto especial. De repente podemos considerar la propuesta del señor Senador 
Pasquet, porque al decir “podrá” se entiende que es optativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, el artículo establece que no se podrá tramitar el proceso de la 
persona en situación de rebeldía, hasta por el hecho de que el Código del Proceso Penal que 
queremos aprobar es garantista con respecto a la participación de las partes. Me parece que el 
embargo ya es una acción con lo que, de algún modo, estaríamos traicionando el espíritu garantista del 
artículo 71. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Con el mayor de los respetos, creo que estamos dando muchas 
más garantías a la persona, porque estamos previendo un procedimiento a partir del cual se le va a 
declarar rebelde. Y si aun así la persona no comparece, creo que no está mal que se le trabe un 
embargo. 


Por mi parte, soy abierto a las innovaciones y me parece que la del señor Senador Pasquet es 
una innovación interesante para considerar. 


SEÑOR PASQUET.- Todas estas consideraciones que hacemos en una primera lectura sirven, 
simplemente, para hacer anotaciones al margen de los artículos. Luego volveremos y votaremos de 
acuerdo con estas cosas o surgirán otras propuestas de modificación. 


En realidad, quien puede ser declarado rebelde es el imputado que, debidamente citado por 
el juez de la causa, no comparece. Quiere decir que no se trata de cualquier persona, sino del 
imputado, que es aquel a quien el Ministerio Público atribuye la comisión de un delito, que es la 


propuesta que hacemos nosotros. Para que el Ministerio Público pueda atribuir a alguien la Comisión 
de un delito y, en consecuencia, la calidad de imputado, y pedir al juez de la causa que lo cite -ya en 
vías de formalizar el juicio penal- necesariamente el individuo tiene que haber declarado ante el fiscal, 
porque este no lo va a considerar imputado si primero no lo escuchó. Entonces, si la persona que 
habiendo prestado declaración ante el fiscal, cuando lo cita el juez de la causa no comparece, no es 
que esté distraído, sino que está eludiendo la acción de la Justicia. Y si efectivamente es un distraído, 
no está de más que se le haga poner atención en lo que está ocurriendo porque se lo está citando para 
un juicio penal. Por consiguiente, si el embargo tiene alguna consecuencia en ese sentido -por ejemplo, 
el individuo está en el extranjero y se le dificulta pagar sus cuentas bancarias, etcétera- en buena hora, 
porque si tiene un juicio pendiente, tiene que venir a hacerse cargo. En definitiva, me parece que es 
correcto el planteo, pero sin dudas lo podremos discutir más adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que deben quedar aplazadas las tres disposiciones, porque el señor 
Senador Pasquet hace una propuesta sobre el 72.3, en el sentido de eliminar la última parte, donde se 
dice “a partir de la comprobación de ese estado”. Me parece que se trata de una corrección por 
redundancia. 


SEÑOR PASQUET.- La declaración de rebeldía del imputado suspenderá el proceso a su respecto, y 
no se trata de una redundancia, sino que esto pretende evitar confusiones. Si decimos que lo que 
suspende es la declaración de rebeldía -que es un acto procesal que cumple el juez- no tiene sentido 
referirse a la comprobación que remite a la situación de hecho que será necesariamente anterior a la 
declaración y es algo incierto. Me parece que en este punto hay un problema conceptual que 
resolveremos fácilmente diciendo que la declaración de rebeldía suspende el proceso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que podemos dar por bueno el artículo 71, que refiere a la prohibición 
de la tramitación del proceso penal en rebeldía, mientras que dejamos aplazado el artículo 72. 


Tal como había adelantado, me voy a retirar. 


Esperamos a que la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda nos permita sesionar 
el próximo martes, en la mañana, para considerar la importante agenda que tenemos pendiente. No 
obstante, se mantiene la sesión ordinaria de ese mismo día porque tenemos que resolver sobre la 
modificación al Código General del Proceso. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 26 minutos.) 
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